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Con el consabido respeto por las decisiones de sala, manifiesto que, si bien acompaño 

la decisión, disiento de lo expuesto en cuanto se aduce que la sentencia de unificación 

140/2019 no constituye precedente jurisprudencial de obligatorio acatamiento, toda vez que 

se advierte el carácter vinculante de dicha providencia.  

 

En efecto, en lo que respecta al carácter vinculante del precedente constitucional, se 

ha puntualizado por la Corte que las autoridades públicas, tanto administrativas como 

judiciales, están obligadas a acatar los precedentes que fije la Corte Constitucional, y que si 

bien es cierto, la tutela no tiene efectos más allá del caso objeto de controversia, la ratio 

decidendi, constituye un precedente de obligatorio cumplimiento para las autoridades 

públicas, “ya que además de ser el fundamento normativo de la decisión judicial, define, 

frente a una situación fáctica determinada, la correcta interpretación y, por ende, la correcta 

aplicación de una norma.” (T-439 de 2000). 

 

El pronunciamiento realizado en sede de control concreto, tal como corresponde a las 

decisiones de las salas de revisión de tutela y sentencias de unificación de éstas, obligan en 

su ratio decidendi a los operadores jurídicos, pues es en su papel de autoridad encargada de 

la guarda, integridad y supremacía constitucional, que se emiten por el Alto Tribunal, lo que 

se debe atender cada que se vaya a resolver un determinado asunto que quede enmarcado en 

las hipótesis del caso. 

 

No se está ante la discusión de la vigencia de un precepto previa su exclusión del 

ordenamiento por contradicción con la Carta, en razón del control abstracto ejercido por la 

Corte Constitucional, sino del alcance que a la luz de la Carta Magna se amerita para una 

determinada normativa, alcance que debe atenderse desde que se fija éste por el Tribunal 

Constitucional, de ahí que no puede considerarse que haya un periodo de transición para 

aquellas situaciones previas a su expedición, dado que no le resulta válido a los jueces una 



vez conocido el alcance armónico del precepto al tenor de la supremacía constitucional, 

definir una que vaya en contravía del mandato superior.  

  

Así mismo, ha recabado la jurisprudencia de la Corte, en que si bien la parte resolutiva 

de los fallos de revisión obligan tan solo a las partes, el valor doctrinal de los fundamentos 

jurídicos o consideraciones de esas sentencias trasciende el asunto concreto revisado y que 

en cuanto fija el contenido y alcance de los preceptos constitucionales, hace parte del 

concepto de “imperio de la ley” a la cual están sometidos los jueces y las autoridades públicas 

de conformidad con el artículo 230 Superior. (Ver sentencias C-531 de 2011, C-539 de 2011, 

C-821 de 2011 y C-621 de 2015). 

 

En los anteriores términos dejo expuestas mis razones para el disentimiento con la 

decisión del sub-júdice. 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

 

MARÍA NANCY GARCIA GARCIA 
Se suscribe con firma escaneada por salubridad pública 

(Art. 11 Dcto 491 de 2020) 

 

 


